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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA





Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

“2018, Año del Centenario de la Constitución de Coahuila”


Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 402 y se adiciona el artículo 402 bis del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· En materia de seguridad pública.

Planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 29 de Mayo de 2018.

Turnada a las Comisiones Unidas de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas y de Seguridad Pública.
Lectura del Dictamen: 4 de Diciembre de 2018.
Decreto No. 109
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 104 / 31 de Diciembre de 2018.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 402 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 402 BIS DEL CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRACÁTICA, EN MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

El suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma el artículo 402 y se adiciona el artículo 402 bis del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de Seguridad Pública, conforme a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Desde que los seres humanos comenzamos a vivir en comunidades, nos dimos cuenta de la necesidad de establecer reglas mínimas que nos permitieran respetar los derechos de nuestros semejantes. Así, surgieron las primeras normas jurídicas con  prohibiciones expresas, que establecían las acciones legalmente prohibidas y permitidas, a fin de prescindir de la ley del talión y de la ley del más fuerte. De esta manera las comunidades humanas comenzaron a formar los sistemas jurídicos que hoy nos rigen. 

En la actualidad, ese sistema de reglas es conocido como el principio de legalidad, el cual implica que las autoridades sólo puedan hacer aquello que la ley expresamente les permite, mientras que los particulares pueden hacer todo aquello que la ley no les prohíbe. En ese sentido, una comunidad que esté comprometida con el principio de legalidad, será siempre respetuosa, ya que dentro de la misma, los miembros entienden que sus derechos terminan donde empiezan los derechos de alguien más. 

En el caso de las administraciones municipales, el principio de legalidad se manifiesta en el sistema de sanciones e infracciones administrativas. Estas pueden consistir en la imposición del pago de una suma de dinero, que se deriva de la verificación de la comisión de una o varias conductas que contravienen disposiciones administrativas de competencia municipal o bien, el arresto hasta por 36 horas del infractor, tal como lo establece el artículo 21 de los Estados Unidos Mexicanos. 

En general, tanto las infracciones como las sanciones administrativas tienen como fin legítimo el evitar conductas que de alguna manera puedan afectar la convivencia social de la comunidad y así fomentar el respeto hacia todas y todos  los que somos vecinos de una ciudad o municipio. La regulación de la vida en sociedad es un valor importante para el estado de derecho, el cual está garantizado también por las normas constitucionales de nuestro país. 
En el caso de nuestra entidad, el artículo 402 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, prevé que si la sanción impuesta a una persona es una multa y el infractor carece de recursos para cubrirla, se podrá conmutar por arresto hasta por treinta y seis horas. 

Esta situación, obliga a la persona infractora a elegir únicamente entre hacer el pago de la multa o ser privado de la libertad, lo que para personas de bajos recursos implica casi siempre el arresto de 36 horas; esta situación puede traer como consecuencia la pérdida de sus empleos o bien el estigma social, sobre todo porque en muchos casos las personas son exhibidas en medios de comunicación. 
Por esas razones, desde el Partido de la Revolución Democrática, consideramos que es necesario establecer formas alternativas para que los infractores de los bandos de policía y buen gobierno, puedan cumplir con la sanción que se les imponga. Debe quedar claro que no estamos en contra de que existan sanciones, pero proponemos que su cumplimiento pueda ser menos lesivo.

En el derecho comparado, la conmutación de las sanciones administrativas por servicio a la comunidad, es algo bastante habitual; en países como Colombia, Argentina y Estados Unidos, los infractores tienen esa posibilidad. De igual forma, la Ley de Cultura Cívica del Distrito Federal, ha sido pionera en el tema, siendo respaldada la constitucionalidad del servicio comunitario por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Pleno 108/2007. 
En consonancia con estos antecedentes es que el día de hoy planteamos, ante este Honorable Pleno, la iniciativa con proyecto de decreto para reformar el artículo 402 del Código Municipal del Estado de Coahuila, propuesta que tiene como finalidad permitir a las personas sancionadas conmutar su arresto o multa por servicio a la comunidad, entendido este como acciones que permitan restituir el daño o infracción que hayan causado con su actuar. 
Entre las acciones propuestas para servir a la comunidad están: la limpieza, pintura o restauración de centros públicos educativos, de salud, de servicios o de los bienes dañados por el infractor; la realización de obras de señalización, limpia o reforestación en lugares de uso común; entre otras.
Todas estas acciones lograrán cumplir con el fin legítimo de proteger la convivencia social de la comunidad, pero además permitirán al infractor restituir directamente los daños o perjuicios que haya causado con su conducta ilícita. De la misma forma, consideramos que la presente iniciativa permitirá fortalecer los lazos de los infractores con la comunidad y desarrollará un capital social positivo mediante acciones que beneficien a todas y todos.
Por todas las razones antes mencionadas, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Se reforma el artículo 402 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de Seguridad Pública, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 402. Si la sanción es una multa y el infractor carece de recursos para cubrirla, se podrá conmutar por arresto hasta por treinta y seis horas, a juicio de la autoridad que la impone.
En el caso de que las sanciones impuestas fueran menores de 30 días de salario mínimo, y si se acreditare de manera fehaciente la identidad y domicilio del infractor, la autoridad le informará por escrito la posibilidad de realizar actividades de servicio a la comunidad a efecto de cubrir la multa que se le hubiese impuesto, excepto en los casos de reincidencia. La aceptación o negativa de conmutación de la sanción por el servicio comunitario deberá estar firmada por el infractor.
Las actividades de servicio a la comunidad se desarrollarán por un lapso equivalente a treinta y seis horas que ningún caso podrán realizarse dentro de la jornada laboral del infractor.
ARTÍCULO 402  bis. Son actividades de servicio a la comunidad: 
I. Limpieza, pintura o restauración de centros públicos educativo, de salud o de servicios; 

II. Limpieza, pintura o restauración de los bienes dañados por el infractor o semejantes a los mismos; 

III. Realización de obras de ornato en lugares de uso común; 

IV. Realización de obras de señalización, limpia o reforestación en lugares de uso común; 

V. Impartición de pláticas a vecinos o educandos de la comunidad en que hubiera cometido la infracción, relacionadas con la convivencia ciudadana o realización de actividades relacionadas con la profesión, oficio u ocupación del infractor.
El juez o autoridad municipal competente, valorando las circunstancias personales del infractor, podrá acordar la suspensión de la sanción impuesta y señalar los días, horas y lugares en que se llevarán a cabo las actividades de apoyo a la comunidad y, sólo hasta la ejecución de las mismas, cancelará la sanción de que se trate.
En caso de que el infractor no cumpliera con el servicio comunitario a que se obligó en los términos de este artículo, deberá cubrir la multa en su totalidad.
Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía respetuosamente solicitamos que las reformas presentadas sean votadas a favor.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 29 de mayo de 2018
DIPUTADA 

CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA.
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